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                                                                    Acta de Aprobación N°263
                                                      Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor MARTÍN ALONSO MORALES VASCO -por intermedio de apoderado judicial- contra la Fiscalía 14 Seccional al considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso.     
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que aporta el señor MORALES VASCO, por intermedio de  apoderado, se puede sintetizar así: (i) en noviembre 28 de 2012 suscribió ante la Notaría Tercera de Pereira la escritura pública 3831, relacionada con la hipoteca de cuantía indeterminada sobre un predio rural identificado con matrícula inmobiliaria 290-43308, el cual se protocolizó entre los señores URIEL EDUARDO SUÁREZ RAMÍREZ, como hipotecante, y el señor YOVANI ALBINO BUITRAGO VASCO, en su nombre y representación; (ii) para la referida hipoteca el representante del señor MORALES VASCO constató que el hipotecante era el propietario del inmueble, y solicitó a la Oficina de Registro el certificado de tradición y el estudio de títulos por un profesional del derecho, con lo cual se estableció que no pesaba gravamen alguno; (iii) su cliente fue lo suficientemente cuidadoso para establecer el estado de la propiedad que se entregaría como garantía real, sin que las autoridades competentes manifestaran que sobre el predio existía problema de carácter legal; (iv) ante el no pago del capital ni intereses adeudados, en febrero 01 de 2017 solicitó a la Oficina de Registro copia del certificado de tradición para instaurar la demanda en contra del deudor hipotecario, momento en el cual se observó que por orden de la Fiscalía 14 la anotación se había dejado sin validez, y al acudir a ese despacho se le informó que ello se hizo dentro de un proceso penal que se adelanta contra URIEL EDUARDO SUÁREZ RAMÍREZ por falsedad en documento público; (v) en mayo 20 de 2016 por solicitud de la Fiscalía 14 se canceló la prohibición de enajenar así como la anotación número 9, y por ende el predio quedó a nombre de PEDRO EMILIO PATIÑO HERRERA; (vi) nunca fue notificado a pesar de que su nombre aparecía en el certificado de tradición a raíz de la hipoteca, y con ello se le privó de la posibilidad de ejercer los recursos legales a su alcance, toda vez que se enteró de lo acaecido cuando ya era un hecho cumplido, afectándose de ese modo el debido proceso y su patrimonio como tercero acreedor de buena fe; (vii) la Fiscalía no pidió el certificado de tradición antes de decretar la cancelación donde constaba el gravamen hipotecario, y se dictó la medida cautelar sin dársele la oportunidad de intervenir; y (viii) la Fiscalía incurrió en una vía de hecho al dictarse una medida en su perjuicio sin permitirle defenderse, y aunque la cancelación puede tomarse en cualquier momento, solamente tendrá un carácter definitivo en la sentencia, como lo dice el canon 101 C.P.P.

Pide en consecuencia se ampare su derecho fundamental al debido proceso y como consecuencia de ello: (i) se le constituya dentro del trámite penal como tercero acreedor de buena fe; (ii) se levante la suspensión de la anotación N° 8 del certificado de tradición sobre el cual se constituyó la garantía real de hipoteca; y (iii) se deje sin efectos la inscripción N° 10 emanada del Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira y tramitada por la Fiscalía 14 Seccional.

3.- CONTESTACIÓN

Admitida la acción constitucional se corrió traslado a la Fiscalía 14 Seccional y se dispuso la vinculación del Juzgado Sexto Penal el Circuito de Pereira, de los señores PEDRO EMILIO PATIÑO HERRERA y URIEL EDUARDO SUÁREZ RAMÍREZ, de sus apoderados en el trámite penal, el agente del Ministerio Público que interviene ante el referido despacho, el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías, el Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio, el abogado JHON JAIRO GARCÍA HOLGUÍN, y la señora CLAUDIA PATRICIA NARANJO OSPINA, de los cuales dieron respuesta, dentro del término de ley, los siguientes:

3.1.- El Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, se limitó a reseñar lo relativo a las audiencias que se surtieron en el asunto, y en la cual revocó la decisión de primera instancia proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías, por medio de la cual se había abstenido ese despacho de cancelar algunas anotaciones del folio de matrícula inmobiliaria 290-43308.

3.2.- El fiscal 14 Seccional de Pereira manifiesta que la audiencia celebrada en julio 6 de 2016 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira no fue solicitada por su despacho, sino por el Dr. JHON JAIRO GARCÍA HOLGUÍN, como apoderado del señor PEDRO EMILIO PATIÑO HERRERA y por ende no le correspondía la citación de las partes. Aduce que la juez negó la solicitud presentada, frente a lo cual el togado interpuso recurso de apelación y en su sustentación como no recurrente pidió que se confirmará la providencia adoptada, aunque el Juzgado Sexto en lectura de febrero 5 de2016 ordenó la cancelación de las anotaciones 6, 7 y 8 de la matrícula 290-43308 y por eso la Fiscalía mediante Oficio 35 de febrero 24 de 2016 corrió traslado de dicho pronunciamiento a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.
3.3.- La funcionaria Coordinadora del Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio, quien informó que no se puede enviar la carpeta del asunto con radicado interno 23961 para inspección judicial, al no haber sido posible encontrarla, pero aporta copia de las audiencias que se llevaron a cabo en marzo 7 de 2013, julio 6 de 2015 y febrero 5 de 2016, donde se puede advertir qué sujetos procesales intervinieron en las mismas. Agrega que es deber de los escribientes de ese despacho citar a las partes que figuran en las solicitudes presentadas, lo cual debe ser informado por quien la pide, pues de lo contrario es imposible notificarlos y una vez instalada la audiencia es el funcionario judicial quien debe verificar si las partes se encuentran presentes, y al observar la ausencia de alguna que pueda verse afectada con la decisión debe suspender la diligencia y comunicar lo pertinente a dicho centro para la citación respectiva.

3.4.- La Juez Tercera Penal Municipal con función de control de garantías señala que una vez revisada la base de datos del despacho, se encontró como única actuación la realizada en julio 6 de 2015 por medio de la cual se abstuvo de cancelar los registros, frente a la cual el abogado de la víctima, Dr. JHON JAIRO GARCÍA HOLGUÍN, interpuso recurso de apelación que fue concedido ante el superior jerárquico, pero se desconoce lo resuelto por el juzgado de segunda instancia.

3.5.- Por parte del Delegado del Ministerio Público y los demás particulares y abogados vinculados, se guardó absoluto silencio, aunque aparece constancia del escribiente de esta Corporación donde se indica que con respecto al señor URIEL EDUARDO SUÁREZ RAMÍREZ no se hallaron los datos para su debida notificación.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92. 
5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito con función de conocimiento de Pereira y la Fiscalía 14 Seccional de esta misma ciudad, se vulneró el derecho fundamental al debido proceso del señor MARTÍN ALONSO MORALES VASCO, al haberse ordenado, entre otros,  la cancelación de la anotación relativa a la hipoteca suscrita con el propietario del predio identificado con matrícula inmobiliaria 290-43308.
5.2.- Solución
De conformidad con lo reglado en el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso el señor MORALES VASCO concurre ante el juez constitucional por intermedio de apoderado, con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental al debido proceso, como quiera en su calidad de tercero acreedor de buena fe, no fue citado a las audiencias por medio de las cuales se ordenó la cancelación de los registros obtenidos, al parecer de forma fraudulenta, y donde figura como víctima el ciudadano PEDRO EMILIO PATIÑO HERRERA, con lo cual se le causó un perjuicio económico.

Con antelación a efectuar el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Como igualmente lo ha plasmado nuestro superior: “si no existen motivos que impidan promover la acción, ésta procederá contra las decisiones judiciales en la medida que carezcan de fundamento objetivo y configuren una vía de hecho, por lo cual, son improcedentes aquellas demandas donde las consideraciones personales o subjetivas del accionante se anteponen a las argumentaciones del funcionario que las profiere, que es precisamente el caso, toda vez que esa circunstancia por sí misma no es razón suficiente para predicar la existencia de una arbitrariedad.”

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que en efecto resulta correcto atacar por esta vía la providencia judicial adoptada por el Juzgado Sexto Penal del Circuito, como lo hace el accionante, por cuanto la misma, en sentir de esta Corporación, configura una vía de hecho, como se verá más adelante.

Con miras a adentrarnos en el fondo del asunto, de la documentación aportada por el accionante se aprecia que en noviembre 30 de 2012 se inscribió ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital el gravamen hipotecario suscrito entre el señor MARTÍN ALONSO MORALES VASCO y el señor URIEL EDUARDO SUÁREZ RAMÍREZ, quien figuraba como propietario del bien inmueble rural ubicado en la Vereda La Bella de esta comprensión territorial; y ello se logró efectivizar en dicha época, por cuanto el señor SUÁREZ RAMÍREZ adquirió la titularidad del bien por medio de compraventa que realizó con el señor PEDRO EMILIO PATIÑO HERRERA, mediante escritura 53 de marzo 12 de 2012 suscrita ante la Notaría del Círculo de Anserma (Cds.), como también se observa en el folio de matrícula.

Pero como quiera que el señor PEDRO EMILIO PATIÑO advirtió que se había cometido un ilícito, por cuanto en momento alguno enajenó el bien de su propiedad, promovió la acción penal que actualmente adelanta la Fiscalía 14 Seccional, y al haber transcurrido un tiempo prudencial sin que el órgano persecutor adoptara decisión con respecto al bien involucrado en el trámite, el abogado JHON JAIRO GARCÍA HOLGUÍN -quien para esas calendas representaba los intereses del señor PEDRO EMILIO PATIÑO-, solicitó la realización de una audiencia para la cancelación de registros obtenidos de manera fraudulenta, actuación ésta que le correspondió al Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de esta capital.
Si bien en el curso de esta tutela no se logró ubicar la carpeta del caso para determinar qué sujetos procesales fueron citados para la diligencia a surtirse en julio 6 de 2015 ante el juzgado de garantías, al escucharse el registro de la referida audiencia se evidencia que a la misma solo asistieron los interesados, esto es, el señor PEDRO EMILIO PATIÑO y su abogado JHON JAIRO GARCÍA HOLGUÍN, e igualmente se convocó al Fiscal 14 Seccional de Pereira, sin que se evidencie que persona diferente a ellos fuera citada, pues al respecto no se dejó constancia alguna por parte de la funcionaria judicial, quien en ese instante se abstuvo de decretar la cancelación pedida, lo que motivó al apoderado de la víctima para interponer recurso de apelación, frente al cual se pronunció el fiscal para reclamar que se confirmara lo ya decidido.

Una vez asignado el conocimiento del proceso al superior funcional, esto es, el Juzgado Sexto Penal del Circuito, en audiencia celebrada en febrero 5 de 2016 se hicieron presentes quienes asistieron a la anterior celebrada ante el Juzgado de Control de Garantías, la Procuradora Judicial Penal 290 e igualmente compareció la señora CLAUDIA PATRICIA NARANJO OSPINA, quien adujo que desde el comienzo de las diligencias está como víctima, por lo cual el funcionario le permitió estar presente en dicho acto. En esa oportunidad el juzgado consideró que se daban los presupuestos necesarios para acceder a lo pedido, razón por la cual revocó la decisión adoptada por el Juzgado Tercero con función de control de garantías, y en consecuencia ordenó: “Cancelar de manera definitiva las anotaciones 6, 7, 8 del certificado de tradición 290-43308 por tratarse de títulos obtenidos en forma fraudulenta. Segundo: dejar sin efecto y en consecuencia levantar la medida de prohibición de enajenar que pesa sobre el inmueble 290-43308”. 

En el caso particular se advierte que la inconformidad del accionante es precisamente frente a esa decisión que adoptó el Juzgado Sexto, quien en principio y en su condición de juez de conocimiento es en quien recae la obligación de cancelar de manera definitiva los títulos obtenidos de manera fraudulenta cuando se adopte una decisión que ponga fin al proceso, como así lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-060/08, por medio de la cual se estudió la constitucionalidad del artículo 101 de la ley 906/04. Véase:
“En desarrollo del principio de conservación del derecho, ello conduce entonces a la declaratoria de exequibilidad condicionada de la expresión “En la sentencia”, bajo el entendido de que igualmente procederá la orden de cancelación definitiva de los títulos apócrifos cuando quiera que se dicte otra providencia que ponga fin al proceso penal.

En todo caso y para plena claridad, la Corte Constitucional advierte que en cualquier evento en que, de acuerdo con lo expuesto, la cancelación de los títulos apócrifos deba ordenarse en un contexto diferente al de la sentencia de fondo, dicha decisión sólo podrá tomarse en la medida en que, habiéndose permitido el pleno ejercicio del derecho de defensa y contradicción de quienes resultaren afectados por la cancelación, su derecho haya sido legalmente desvirtuado, lo que ocurre precisamente al alcanzarse el “convencimiento más allá de toda duda razonable” sobre el carácter fraudulento de dichos títulos, requisito cuyo rigor obviamente se mantiene, así no se logre la identificación, vinculación y condena de la o las personas penalmente responsables.”
Se desprende de la jurisprudencia en cita, que la cancelación de títulos espurios y de su registro no se encuentra condicionada al proferimiento de una sentencia condenatoria, sino que por el contrario, ello se puede disponer al momento en que se adopte cualquiera otra decisión pero que ponga fin al proceso penal -situación que en este caso no ha ocurrido-, y garantizándose en todo caso y desde luego el derecho de defensa y contradicción de quienes resulten afectados con esa determinación.

Ahora bien, de lo aportado al dossier, en especial de lo informado en la audiencia surtida ante el juzgado de control de garantías, se observa que efectivamente se presentó una alteración de documentos para proceder a la cancelación de la hipoteca que suscribió en septiembre 22 de 2000 el señor PEDRO EMILIO PATIÑO HERRERA con la señora CLAUDIA PATRICIA NARANJO OSPINA, y en igual sentido para la compraventa que el primero realizó del bien inmueble a favor de quien dijo llamarse URIEL EDUARDO SUÁREZ RAMÍREZ. Ello se desprende de la información que le fue entregada a la funcionaria judicial de primer nivel, al indicársele que las escrituras públicas que contienen dichos negocios jurídicos no correspondían a aquellas que reposan en las Notarías Primera de Pereira y Única de Belalcázar (Cds.), e igualmente que el poder que al parecer le otorgó el señor PEDRO EMILIO PATIÑO a la señora OLGA PATRICIA LOZANO CASTAÑO para que vendiera la propiedad, también es espurio.

En esa oportunidad, la juez de garantías, luego de hacer un recuento de las anotaciones respecto de las cuales se pidió su cancelación -6, 7, 8 y 9-, entre las cuales se hallaba la hipoteca en la que tomó parte el hoy accionante, consideró que radicaba en el juez de conocimiento la facultad de cancelar definitivamente los títulos fraudulentos, en tanto el de garantías solo puede ordenar la suspensión del poder dispositivo, lo que en ese asunto ya lo había dispuesto otro despacho homólogo, máxime que, en su sentir, la Fiscalía debía ahondar en la investigación para esclarecer incluso la participación de quienes aparecen en las anotaciones 7, 8 y 9.

No obstante que en el referido proceso no se había adoptado decisión que pusiera fin al mismo, en tanto el caso se encuentra en fase de indagación, el Juez Sexto Penal del Circuito ordenó la cancelación definitiva de las anotaciones derivadas de documentos obtenidos de forma fraudulenta, lo que en sentir de esta Corporación configura una vía de hecho, por cuanto la decisión del juez no podía ser distinta a la de ordenar que ello se hiciera pero de manera provisional.

La H. Corte Suprema de Justicia ha proferido decisiones en las cuales ha ordenado la cancelación definitiva de registros y en otras ha sostenido que debe hacerse de forma provisional, las cuales se traen a colación para efectos de dilucidar cuál es la postura que debió asumir el citado funcionario de segundo nivel.

Por parte de esta Sala de Decisión y con ponencia de quien actualmente ejerce tal función, se analizó otrora un caso similar al que ahora concita nuestra atención, en el cual al acreditarse la suplantación de la propietaria de un inmueble para constituir un gravamen hipotecario sobre el bien, se ordenó que por parte del Juez de Control de Garantías se realizara nueva audiencia, para que se pronunciara sobre la suspensión provisional de esos actos jurídicos, en aplicación retroactiva del artículo 66 de la ley 600/00
.  La referida sentencia fue objeto de impugnación, y al desatarse el recurso de alzada la H. Corte Suprema de Justicia refirió: 
“5. En el asunto sub-examine fue acertada la decisión del a-quo de amparar los derechos fundamentales de ROSALBA PNEDA ZULUAGA, solo que la orden debe estar orientada a la cancelación definitiva del registro hipotecario, en caso de ser procedente, y una vez se haya dado oportunidad a los terceros de buena de hacer valer sus derechos en el proceso penal, principalmente si se tiene en cuenta que como ya se vio existe la norma en la Ley 906 de 2004 y en la Constitución Política que autorizan al funcionario judicial, cuando sea procedente utilizar las medidas necesarias para restablecer los derechos quebrantados, independientemente de la responsabilidad penal.

Además, está demostrado en el proceso que cursa por la denuncia instaurada por ROSALBA PINEDA ZULUAGA y gracias a las labores investigativas adelantadas por la Fiscalía General de la Nación que la libelista no intervino en la suscripción de la escritura pública No. 363 del 27 de enero de 2007 en Dosquebradas, Risaralda, por ende lo procedente era dar aplicación al artículo 22 de la Ley 906 de 2006, y si era necesario acudir a las previsiones establecidas en los artículos 101 ibídem y 66 de la ley 600 de 2000, era para darle más vigor a la orden de cancelar definitivamente el gravamen hipotecario espúreo”
  (subrayas nuestras)
Posteriormente la misma Corte Suprema en sentencia de casación de mayo 30 de 2011 con respecto al mismo tema argumentó: 
“Y es por virtud de ello que el legislador, precisamente, ha previsto la cancelación provisional de los registros fraudulentos durante el trámite del proceso, facultad esta que consagraba el artículo 61 del Decreto 2700 de 1991 y fue reiterada en los artículos 66 de la Ley 600 de 2000 y 101 de la Ley 906 de 2004.

Sobre esa facultad se pronunció nuevamente la Corte Constitucional en la Sentencia C-060 del 30 de enero de 2008, oportunidad en la que estudiando el último de los preceptos citados, declaró inexequible la palabra “condenatoria” contenida en el inciso 2° y señaló que la cancelación de los títulos y registros obtenidos mediante fraude, además de la sentencia, también se podría hacer en cualquier otra providencia que ponga fin al proceso penal.

Analizando la medida y teniendo en cuenta los alcances de la protección constitucional “a la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles”, la citada Corporación reiteró “la importancia de que los correctivos previstos en la ley para volver las cosas a su estado original y desvirtuar los derechos arrogados contrariando el orden jurídico, se apliquen de manera pronta y efectiva, de modo que se evite la continuación y/o la consumación de situaciones irregulares, así como la de los perjuicios que ellas injustamente causan”. 
  (Subrayas del despacho)
Posición ésta última que fue nuevamente ratificada por la alta Corporación, al indicar: 
“De lo acotado en precedencia se puede hasta el momento inferir: (i) el principio rector orientado al restablecimiento del derecho es intemporal dentro del proceso penal y no está supeditado a la declaratoria de responsabilidad penal; (ii) “el pleno restablecimiento del derecho” no necesariamente se debe reconocer en la sentencia sino en cualquier momento de la actuación en que aparezca acreditado en que obre, como ahora se señala en el artículo 101 de la L. 96 de 2004, un ‘convencimiento más allá de toda duda razonable’ sobre la materialidad de la conducta o en cuanto al tipo objetivo y (iii) en el decurso procesal se debe procurar por el pronto y efectivo resarcimiento, de modo que, como se señala en la sentencia C-060 de 2008, “se evite la continuación y/o la consumación de situaciones irregulares, así como la de los perjuicios que ellas injustamente causan” o, lo que es igual, no siempre debe ser pleno, sino que también procede con carácter provisional, en cuyo caso demanda la adopción de medidas inmediatas que no se pueden posponer hasta cuando se profiera alguna determinación con carácter definitivo en el proceso.

(…)

Desde tal perspectiva ha de inferirse que las medidas de restablecimiento del derecho pueden ser de naturaleza personal, si recaen sobre las personas, o real, en caso de hacerse efectivas respecto de los bienes afectados con la conducta punible, pero, a su vez, pueden ser provisionales o definitivas dependiendo de su contenido, es decir, si tienen por objeto irradiar un manto de protección frente a un posible daño derivado de la comisión de una conducta punible, cuya índole es cautelar o meramente preventivo, o si apuntan a adoptar medidas definitivas tendientes a retornar las cosas a su estado original o predelictual, evento en el cual se exige un convencimiento más allá de toda duda razonable acerca de la materialidad de la infracción o del tipo objetivo.

(…)
Ahora bien, cuando tales medidas son de carácter provisional, independientemente de si son personales o reales, vgr. imposición de medida de aseguramiento sobre las personas;  suspensión del poder dispositivo sobre bienes (arts. 83 y 85 del C.P.P.); suspensión de personerías jurídicas o cierres temporales de locales o establecimientos abiertos al público (art. 91 ibídem); medidas cautelares sobre bienes (arts. 92 a 101 del ejusdem) y suspensión de registros obtenidos fraudulentamente (art. 101 ib.), la competencia es del juez de control de garantías; empero, si lo que se pretende es el restablecimiento pleno del derecho, conforme lo establece la sentencia C-060 de 2008,  ya no con carácter provisional o transitorio, análisis que comporta juicios concretos y valorativos en punto de la materialidad de la conducta punible o del denominado tipo objetivo, lo cual puede ocurrir en la sentencia o en una decisión que ponga fin al proceso, la competencia será del juez de conocimiento.” 
 (Subrayas nuestras)
En posterior oportunidad y frente a la cancelación definitiva de registros fraudulentos, resaltó la jurisprudencia:

“Asignar esa competencia al juez de control de garantías, contrario a lo dispuesto por el Legislador, puede dar lugar a decisiones prematuras en las cuales se corre el riesgo de victimizar a los terceros o incluso perjudicar al imputado, pues se da por descontado el fracaso de sus alegatos de defensa. 

Lo acertado y coherente con nuestro actual sistema de enjuiciamiento penal es que sea un juez de conocimiento, con plena garantía de los derechos de contradicción y defensa de todos los eventualmente afectados con la medida, el que evalúe los elementos probatorios que conducen a la “certeza más allá de toda duda”, a fin de adoptar una determinación definitiva”. 

Y, finalmente, en una más reciente decisión, no obstante tratarse de un asunto de Justicia y Paz, en relación con la debida conformación del contradictorio dentro del incidente de cancelación de registro, esto dijo la Alta Corporación:

“[…] cuando la autoridad, en este caso, la Fiscalía General de la Nación, Unidad de Justicia y Paz, pretende la cancelación de un registro fraudulento y la restitución de unos predios, debe garantizar la convocatoria de todos aquellos que tengan interés en los bienes que van a ser objeto de una decisión judicial; ello, por cuanto el artículo 29 de la Carta Política, que permea cada una de las actuaciones judiciales y administrativas, impone al operador judicial, el deber de traer a las diligencias penales a todas aquellas personas a las que les asista un interés legítimo en las resultas del trámite, haciéndoles partícipes del mismo para que si a bien lo tienen concurran a las diligencias a defender sus derechos.
3. De manera que la rigurosa garantía le impone al funcionario judicial, citar en debida forma a quienes funjan como titulares de aquellos bienes
, así como a aquellas personas que aleguen derechos sobre los mismos, esto es, poseedores, ocupantes o tenedores, pues son los destinatarios directos de la decisión judicial, ya que en ellos se cristaliza el reconocimiento del derecho material”. 

Así mismo, frente al restablecimiento del derecho y las medidas que en su aplicación se adopten, como la prevista en el artículo 101 C.P.P., atendida su consagración constitucional y legal como principio rector del procedimiento penal, ha considerado la Corte Suprema que: “ (i) es de obligatorio cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales que tienen a su cargo el proceso; (ii) procede su aplicación en cualquier fase de la actuación a condición de que se cumplan las previsiones del citado precepto y las consignadas en la sentencia C-060 de 2008 de la Corte Constitucional; y, (iii) en todos los casos, sin excepción, prima el derecho de la víctima del delito a que se privilegie el título obtenido justamente, sobre el del tercero a que se mantenga un título derivado de un acto fraudulento, sin importar su condición, vale decir, si es de buena o mala fe, exenta o no de culpa”. 
 
Como se advierte, el tema en cuestión no ha sido pacífico, en cuanto se evidencia la existencia de dos posiciones de la H. Corte Suprema frente al tema de la cancelación de los registros obtenidos fraudulentamente: (i) que de ser procedente la orden debe propender por la cancelación definitiva de los mismos; y (ii) que dichas medidas también proceden pero de manera provisional.  
Ante tal panorama, esta Sala ha acogido, e igualmente ahora lo hará para el caso sub lite, el entendimiento según el cual el Juez de Control de Garantías es el funcionario encargado de adoptar decisión de carácter provisional frente a la suspensión de los registros obtenidos fraudulentamente, hasta tanto se adopte decisión definitiva en el referido asunto. Y en tal sentido debió haberse pronunciado el Juzgado Sexto Penal del Circuito al desatar el recurso presentado por el apoderado del señor PATIÑO HERRERA, por cuanto hasta ese momento –y aún en la actualidad- no existe decisión alguna que ponga fin al proceso para finiquitar el tema relativo a los bienes involucrados en la ilicitud que se investiga.

Ha sido clara la jurisprudencia a la que se ha hecho alusión de manera extensa en esta providencia, en el entendido que en cualquier etapa del proceso se puede ordenar la cancelación provisional de los registros obtenidos de forma fraudulenta, situación a la que incluso hizo alusión el accionante en su escrito. Y como quiera que en el presente asunto ya se materializó la cancelación definitiva de las anotaciones 6, 7 y 8 obrantes en la matrícula inmobiliaria N° 290-43308, sin proferirse decisión que pusiera fin a la investigación que adelanta la Fiscalía 14 Seccional, considera la Corporación que en efecto es allí donde radica la vía de hecho en la que incurrió el juzgado, en tanto lo que debió ordenarse era la cancelación provisional de esas anotaciones, pero mantener vigente la prohibición de enajenar el referido predio con miras a garantizar derechos de terceros de buena fe (principio de publicidad).

Sea como fuere, si bien es claro que debe dársele la oportunidad al tercero acreedor de hacerse parte dentro del referido proceso penal para hacer valer los derechos que le asisten, no puede olvidarse que, como ya se dijo en jurisprudencia antes aludida, debe primar el derecho de la víctima del delito, en tanto el tercero podrá ejercer las acciones que contempla el ordenamiento legal para obtener la indemnización de los perjuicios que con la ilicitud se le han ocasionado.

Tampoco puede desconocer esta Corporación, que por parte del juzgado de control de garantías, con antelación a la realización de la audiencia convocada por el apoderado de la víctima, debió haber citado a todos los que tuvieran algún interés en el proceso con miras a integrar en debida forma el contradictorio -inciso segundo del artículo 171 C.P.P.-, lo cual supuestamente se omitió (decimos supuestamente porque no se logró obtener la carpeta del Centro de Servicios para determinar fehacientemente que en efecto se omitió esa citación). De ese modo, se debió convocar a todos aquellos que pudieran verse afectados con lo decidido, y por ende, además del señor PATIÑO HERRERA, su abogado y el delegado fiscal, debió haberse citado también a la señora CLAUDIA PATRICIA NARANJO OSPINA y al señor MARTÍN ALONSO MORALES VASCO, toda vez que era evidente que los mismos podrían tener interés en los resultados del asunto.
En ese sentido igualmente el funcionario de segundo nivel debió percatarse de tal situación, en especial por cuanto a la audiencia de lectura de fallo se hizo presente la señora NARANJO OSPINA, quien indicó que desde el comienzo del caso tenía la condición de víctima, pero no asistió a la primigenia diligencia, por lo cual era necesario adoptar los correctivos necesarios para permitirle, no solo a esta sino al señor MARTÍN ALONSO MORALES VASCO, intervenir en el trámite y ejercer el derecho de defensa.

Así las cosas, considera el Tribunal que le asiste razón al accionante en cuanto señala que su derecho fundamental al debido proceso le fue conculcado, por cuanto en las diligencias que se surtieron ante el Juzgado Tercero con función de control de garantías y Sexto Penal del Circuito de esta capital, no fue citado como tercero, al parecer acreedor de buena fe, para que expusiera sus puntos de vistas sobre el asunto y ejerciera su derecho de defensa y contradicción. 
Sin embargo, también surge la posibilidad de que otras terceras personas diferentes al aquí accionante, en virtud de lo decidido por el señor Juez Sexto Penal del Circuito también hayan adquirido la condición de terceros de buena fe en el asunto, a quienes de igual modo tendría que respetárseles similar garantía. Y de ser así, lo procedente no es anular todo lo efectuado hasta el momento, sino modular conforme a la ley lo decidido por el titular del Juzgado Sexto Penal del Circuito, y a partir de allí disponer que se realice una nueva audiencia ante el Juzgado de Control de Garantías para que sean las autoridades judiciales competentes, con la presencia de todos los directamente interesados en el asunto y luego de ser escuchados los argumentos que poseen y que no fueron conocidos con anterioridad, quienes ratifiquen o en su defecto corrijan la decisión provisional que en principio correspondía adoptar por parte del Juez Sexto Penal del Circuito. Lo dicho, en virtud de lo dispuesto en el inciso 5° del artículo 10 C.P.P. cuando reza: “El juez de control de garantías y el de conocimiento estarán en la obligación de corregir los actos irregulares no sancionables con nulidad, respetando siempre los derechos y garantías de los intervinientes”.
Por lo anterior, y en aras de salvaguardar los derechos que le asisten a quienes tienen la calidad de terceros acreedores y demás terceros afectados que hubieren podido surgir en el presente asunto con ocasión de la decisión que se ataca, se dispondrá: (i) que la cancelación de los registros 6, 7 y 8 de la matrícula inmobiliaria 290-43308 que fuera adoptada por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, mediante decisión de julio 6 de 2015, no sea definitiva como se decretó, sino que se mantenga con CARÁCTER PROVISIONAL; (ii) que permanezca vigente la prohibición de enajenar el referido inmueble que había sido inscrito en julio 18 de 2013 y obrante en la anotación N° 9 del mencionado certificado de tradición, hasta tanto se adopte una decisión definitiva en la investigación adelantada; (iii) que se proceda a comunicar lo pertinente a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital, para que se efectúen las anotaciones a que hubiere lugar; y (iv) que se declare que los terceros interesados en el asunto podrán adelantar una nueva audiencia preliminar ante un juzgado de control de garantías de esta capital en su condición de autoridad judicial competente, para que, una vez escuchados los argumentos que poseen en pro de sus personales intereses, se ratifique o se corrija la determinación provisional que por ley en principio aquí correspondía. 
Así mismo se hace un especial llamado de atención a los funcionarios judiciales vinculados, para que tratándose de situaciones como las acá planteada, se verifique con antelación a la realización de las respectivas audiencias, qué personas deben ser citadas para que intervengan en su realización con miras a garantizarles el debido proceso, en especial los derechos de contradicción y defensa que les asiste a quienes de una u otra forma tengan algún interés personal en el asunto.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental al debido proceso del que es titular el señor MARTÍN ALONSO MORALES VASCO.

SEGUNDO: SE DISPONE que la cancelación de los registros 6, 7 y 8 de la matrícula inmobiliaria 290-43308 que fuera adoptada por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, mediante decisión de julio 6 de 2015, sea con CARÁCTER PROVISIONAL. Igualmente, que se mantenga vigente la prohibición de enajenar el referido inmueble que había sido inscrito en julio 18 de 2013 y obrante en la anotación N° 9 del citado certificado de tradición. En consecuencia, se ordena oficiar a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital, para que se efectúen las anotaciones a que hubiere lugar. Estas medidas permanecerán vigentes hasta tanto se adopte una decisión definitiva en la investigación penal. 
TERCERO: SE DECLARA de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia, que los terceros interesados en el asunto podrán adelantar una nueva audiencia preliminar ante un juzgado de control de garantías de esta capital en su condición de autoridad judicial competente, para que, una vez escuchados los argumentos que poseen en pro de sus personales intereses, se ratifique o se corrija la determinación provisional que por ley en principio aquí correspondía. 

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� CSJ STP, 15 oct. 2015, Rad. 82339


�  Tribunal Superior de Pereira, Sala Penal. ST, 28 feb. 2007, Rad. 2005-00018-00. 


� CSJ STP, 10 may. 2007, Rad. 30723


� CSJ SP, 30, may. 2011, Rad. 35675.


� CSJ. AP, 28 nov. 2012, Rad. 40246.


� CSJ. STP, 23 sep. 2014, Rad. 13247.


� Los propietarios inscritos.


� CSJ. AP, 13 mar. 2013, Rad. 38670.


� CSJ. AP, 11 dic. 2013, Rad. 42737.
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